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			Prólogo

			 

			A finales del mes de mayo, cuando este libro se encontraba a las puertas de entrar en imprenta, tuvieron lugar dos hechos destacados en la historia reciente del país y que mucho tienen que ver con el desarrollo de este libro. Por un lado, el Gobierno decidía nacionalizar la cuarta entidad financiera más importante del Estado y, por otro, anunciaba recortes millonarios en las que hasta ahora habían sido las dos joyas de la corona del sistema público español: Sanidad y Educación. Diferentes decisiones con un mismo denominador, en las que la ciudadanía adquiere calidad de protagonista y víctima, después de décadas de políticas irresponsables, impúdicas y por momentos más propias de una película del admirado Chiquito de la Calzada –por surrealistas, no por graciosas-, que de un país regido por la ética y el bienestar común. 

			El propósito de este libro no solo es visibilizar y señalar a aquellos que durante años se han dedicado a saquear las arcas del estado, sino que también pretende soliviantar al lector, provocarle y arrancarle por momentos una sonora y maliciosa carcajada. Reconstruir la historia de los mayores casos de corrupción y despilfarro que han tenido lugar durante los últimos diez años hubiese supuesto hacer una colección de varios tomos y ya se sabe, lo mucho cansa y lo poco aburre. De este modo, por una vez y sin que sirva de precedente, optamos por tomar el camino de en medio. Seleccionamos los temas más candentes, los más flagrantes y los más surrealistas; desde aquellos que abrieron informativos a aquellos otros que intentaron ser ocultados por las siempre complejas esferas del poder. Tratados todos ellos desde la seriedad periodística y, también, el pitorreo más literario, los casos han sido concienzudamente divididos por comunidades y temas, logrando de esta manera un grotesco «tour» por esa geografía de la corrupción en la que se ha convertido el territorio de España.

			Como si de un manual de antropología forense se tratase, hemos querido diseccionar con especial atención a la clase política que día sí y día también se pasea frente a nuestros televisores ya sea entrando a un juzgado, ya sea saliendo de un centro penitenciario o bien clamando a los cuatro vientos su inocencia y rectitud ética. A pesar de que tanto el contenido como el continente suelen ser aparentemente muy similares entre sí, hay tantas clases de políticos en España como desalojos de viviendas por impago en los últimos meses. Véase, por nombrar solo a algunos, a los políticos zumbones, a los políticos trincones y de mano larga, a los políticos que gustan de ser políticos, a los políticos amigos de lo ajeno, a los políticos «bacalaeros» y fiesteros, a los políticos con visado de las Caimán, a los políticos horteras, a los políticos arrepentidos y tendentes a la melancolía, a los políticos artistas, a los políticos suicidas y hasta a los políticos que no son políticos pero gustan de llamarse y actuar como si políticos fuesen. 

			Sin embargo, en este libro no solo se habla de políticos y manos rotas. Utilizando como referente formal la literatura picaresca del lúcido Siglo de Oro español, hemos querido incluir entre estas páginas a protagonistas y conocidas figuras de la vida social y judicial de España, so pena de no contar las cosas como verdaderamente han acabado sucediendo y de no introducir ese componente casposo y fétido que tan buenos momentos ha dado a la siempre insaciable cultura popular. Por ello, que nadie se eche las manos a la cabeza si entre tanto dirigente y mandatario acaba sabiendo de mujeres despechadas que, ataque de cuernos mediante, delatan al marido por robar a manos llenas; de yernísimos que se bajan al fango del mangoneo puro y duro, y que se arruinan la vida por ambiciones desmedidas y muy poco reales; de artistas de copla que acaban cantando «Ay, pena, penita, pena» tras los barrotes de una celda; o de curas obsesionados con el marisco y que no cambian una langosta por una gamba. Así, hasta esbozar una lista interminable de rufianes que aparecen en esta historia como personajes invitados de una tragicomedia que retrata a la perfección dicho estado de la cosas, y que tan bien supo explicar Amando de Miguel: «España no es que sea diferente; es que es inverosímil». 

			A sabiendas de que la «cosa objetiva» es un torticero invento de la pragmática escuela americana, nos comprometimos en la redacción de este libro a utilizar los nombres propios de políticos y a no abusar ni ahondar en su militancia ni colores de partido. Si alguien en algún momento se siente ofendido a este respecto, adelantamos nuestras disculpas. En ningún caso se ha pretendido realizar un juicio ideológico. Al contrario, hemos querido que verdes, azules, rojos y violetas fueran todos observados desde el mismo prisma y presentados con idéntica precisión y severidad con la que los datos aquí aportados los retratan y califican en su labor como administradores de la cuestión pública. En este sentido, se incluyen además interesantes entrevistas que ponen de manifiesto lo anteriormente dicho y que arrojarán luz sobre aspectos tan candentes como los movimientos sociales, la (in)cultura política e, incluso, los problemas psicológicos que nuestros políticos arrastran desde su más tierna infancia. 

			Otro de los temas protagonistas de este volumen y que no tiene desperdicio es el relativo a los casos de despilfarro y dispendio económico. Cientos y miles de millones de euros que de manera perversa han sido empleados en construcciones de uso más que dudoso y que han puesto en la piqueta a una voraz clase de megalómanos que exprimieron las arcas públicas hasta dejarlas tiritando. Aeropuertos en los que no vuelan aviones, trenes fantasma o museos vacíos son solo algunos de los casos más sonados y de los que se da buena cuenta en el libro. Así las cosas, no nos quedó más remedio que llevar a cabo el primer «corrupcionario» conocido y que pone punto y final a este trabajo. Más de una treintena de expresiones y términos avaladas por el «manual del buen corrupto» y que a buen seguro despertarán el interés del lector. 

			Estamos convencidos de que las conclusiones posteriores a la lectura del libro serán muchas y diversas. Unos optarán por pensar que todo está perdido mientras otros se aferrarán a algún atisbo de esperanza como a un clavo ardiendo o pensarán que no hay mal que por bien no venga. Los que todavía hoy nos sentimos íntimamente parte activa y responsable de esta sociedad en vías de rescate, solo queremos una cosa: que los hechos aquí narrados no vuelvan a suceder bajo ningún concepto. La ciudadanía debe recuperar su soberanía y no puede ni debe tolerar acciones como las sucedidas en el pasado más reciente. Solo a partir de la toma de conciencia de estos hechos lograremos un país digno y merecedor de una clase política como tal. Mientras tanto, abróchense los cinturones, lean y disfruten. 

			RAFAEL ANÍBAL

		

	


	
		
			Cuando Galicia se
quedó sin caciques para
tanto «campeón»
Galicia


			

			Natalia Arias Armesto (Lugo, 1982), es periodista. Formó parte del equipo de Xornal de Galicia hasta su cierre y ha trabajado también en publicaciones relacionadas con el ámbito sanitario (Sanitaria 2000) y en agencias de comunicación (Aguamarina). @ariasnatalia

			 

			Popular y popular (del PP). Con 71 años de edad y 22 al frente de la Diputación de Ourense, José Luis Baltar Pumar, el último de los barones gallegos de la época Fraga, se retiró de la política este año 2012. Cedió el bastón de mando a su hijo, José Manuel Baltar Blanco, que se había hecho también con las riendas del partido a nivel provincial dos años antes en un congreso tildado de «fraudulento» por los propios militantes del PP, al menos por los afines al actual presidente de la Xunta, Alberto Núñez Feijóo, quien, como Fraga, nunca pudo con el clan de los Baltar. La marcha de este veterano político, que se refería a sí mismo como el «cacique bueno», es el principio de la dinastía de los Baltar en Ourense, aunque para Galicia puede entenderse como un punto y aparte con respecto a una época en la que las máculas de la política no se medían en cientos de folios de sumario o complejas tramas, como ocurre hoy, sino en un enquistado nepotismo que convirtió a Ourense, como a buena parte del rural gallego, en un granero de votos para los populares en el que las solicitudes de empleo no se hacían al INEM sino al «buen cacique».

			Y la cosa venía de largo, de aquella Galicia de Fraga en la que se decía que votaban hasta los muertos. No era solo un dicho. El voto emigrante, que representó todavía en las últimas elecciones autonómicas (2009) 

			–cuando aún no se había modificado la ley electoral– el 12% del censo, fue durante años susceptible de diversas manipulaciones y escándalos, como también lo fue la movilización de votantes a través de prácticas poco ortodoxas, favor con favor se paga, un clásico de la comunidad autónoma, cuyo rastro se adivina aún en fallos judiciales tan recientes como el que afecta al ex alcalde popular de Ares (A Coruña), José Manuel Cendán Fernández, condenado a cinco años de inhabilitación por delito electoral. Empadronó irregularmente a 73 personas, en su casa (32), en la de su novia (10), en viviendas ruinosas o inexistentes, e incluso en el garaje de un empresario fallecido que había formado parte de las listas del PP; todo, dos meses antes de las elecciones de 2003, en un intento de evitar una victoria tan ajustada como la que le había dado la alcaldía cuatro años antes por un margen de 43 papeletas. El hoy portavoz del grupo municipal del PP ya ha anunciado que recurrirá esta sentencia ante la Audiencia Provincial y que, por no hallar motivos, no dimitirá de su puesto en el Ayuntamiento.

			A diferencia de Cendán, su compañero de militancia, Baltar Pumar, se marchó sin ninguna condena judicial y jactándose de haber sobrevivido a una época en la que los casos de fraude electoral y clientelismo eran tan abundantes como poco perseguidos. Fue el último de los barones del «sector de la boina» del PP en retirarse y no le arrebataron su feudo ni las urnas, como a Fraga; ni las desautorizaciones dentro del partido (como le ocurrió a Francisco Cacharro Pardo, presidente de la Diputación de Lugo durante 24 años y ya tocado por algunos escándalos); ni tampoco las sospechas de corrupción, caso del hombre de confianza del padre del PP, Xosé Cuíña, que dimitió en enero de 2003 como consejero de Política Territorial después de verse salpicado por los «hilitos de fuel» del «Prestige». Según publicó la Prensa en su momento, una de las empresas del «holding» propiedad de la familia Cuiña había vendido a la Xunta y a la empresa pública Tragsa el material de limpieza empleado por los voluntarios que limpiaron la costa gallega. 

			Baltar, el último de aquella estirpe de políticos, deja como herencia a su hijo, además de sus famosas «sacas de votos», un legado económico bastante menos apetecible en tiempos de crisis. La deuda de la Diputación de Ourense asciende actualmente a casi 60 millones de euros y buena parte de su presupuesto se va en pagar nóminas a una plantilla sobredimensionada, según las constantes denuncias de oposición y Prensa. Un ejemplo basta para entender a qué se refieren: la sala de exposiciones del Edificio Simeón, un inmueble de tan solo dos puertas, contaba en 2009, año electoral en Galicia, con 33 porteros –11 fijos y 22 eventuales– que es de suponer tendrían como tarea principal evitarse unos a otros para no tropezar.

			Y otro dato representativo de la manera de hacer del viejo Baltar. Meses antes de las municipales de 2011, en el órgano provincial estaban empleadas, entre concejales del PP y familiares directos, unas 400 personas, según cifró la periodista Cristina Huete en El País. Este diario aseguró que el organismo público era el segundo empleador de la provincia tras la empresa Coren y que pagaba el sueldo de 950 trabajadores, muchos de los cuales eran también militantes del PP, formación que contaba en ese momento con un total de 485 ediles en toda la provincia. De las propias cifras se deduce, como también recordó la periodista, que a día de hoy solo quedan en el órgano un puñado de trabajadores sin vinculación política con la formación de su presidente, la mayoría contratados antes de que los Baltar lo convirtieran en su casa. Una casa en la que se hizo el silencio el primer día de ausencia del veterano político, cuando, por primera vez, faltaron las habituales aglomeraciones en los pasillos para despachar con él, supuestamente en busca de favores.

			Quizás por ello, muchos lloraron en la despedida del entrañable gobernante en cuyo reino llegaron a suceder cosas tan curiosas como que un representante de Comisiones Obreras en el Comité de Empresa de la Diputación, José Antonio Blanco, formase parte a su vez del equipo de Gobierno del concello de Esgos, como edil del PP, junto al hijo y al cuñado de Baltar Pumar, o que la hija del jefe de los servicios jurídicos de la Diputación, José Eugenio Galindo, se presentase a una oposición con su padre en el tribunal, situaciones todas ellas cada vez más frecuentes a medida que el órgano de Gobierno de la provincia se volvía cada vez más endogámico.

			A la fórmula de Gobierno de Baltar padre nadie dudó nunca en atribuirle el calificativo de «clientelar». Esto lo corroboran, además de las anécdotas que generó este hombre, –que no titubeó a la hora de responder a El Intermedio que él era un señor que se preocupaba por «todos los que pasaban por su despacho»–, los datos económicos. Su hijo cuenta este año con una dotación de algo más de 71 millones de euros, de los que tendrá que destinar el 41%, 29 millones, a gastos de personal. Para inversiones reales le quedarán tan solo 12. Y a fin de cuentas, como le gustaba tararear al patriarca acompañado de su trombón: «Si no eres del PP, jódete, jódete».

			 

			
400 MILLONES PARA EL «MAUSOLEO» DE FRAGA


             

			Pero las inversiones que faltan en Ourense sobran en otros lados y hay una que no se puede obviar porque se ha convertido en el mayor exponente del despilfarro en la comunidad autónoma. Se ha comido millones de euros, hasta el punto de que la obra ha tenido que ser paralizada. Se trata del último gran proyecto del presidente Manuel Fraga, la Cidade da Cultura, un ejemplo más de esos grandes contenedores culturales –en este caso un continente aún por rellenar de contenido– que tanto proliferaron en la Península Ibérica durante la llamada «burbuja cultural» y que, en el caso de Galicia, ha hipotecado durante más de una década el presupuesto de la Consellería de Cultura, órgano que ha llegado a consumir hasta la mitad de su dotación y que, por cierto, ya no existe. Cosas de los recortes.

			La instalación, a la que se accede por la avenida que lleva el nombre de su artífice, Fraga –de quien el Consello de Contas dijo que había «abdicado de la gestión prudente de los fondos públicos» con este proyecto–, fue presupuestada en 1999 en 108,2 millones de euros y, de momento, ha costado a los gallegos casi 400, mientras que se necesitan alrededor de otros 200 más para dar salida a los edificios paralizados y evitar abonar a las empresas constructoras 20 millones de euros en concepto de indemnización por incumplimiento de contrato. 

			De momento, el complejo, que ocupa una superficie de 148.000 metros cuadrados, el equivalente a la ciudad vieja de Santiago, cuenta con cuatro edificios construidos, el Archivo de Galicia, la Biblioteca de Galicia, los Servicios Centrales y el Museo de Galicia, y dos paralizados hasta 2014, uno de los cuales, todavía en cimientos, ha tenido ya hasta seis nombres distintos para convertirse finalmente en el Centro de Arte Internacional. El otro, el Centro da Música e das Artes Escénicas, pretende ser un palacio de la ópera con capacidad para realizar tres montajes simultáneos, algo que actualmente solo es posible en el Lincoln Center de Nueva York. Casi nada para una población de poco más de 90.000 habitantes.

			Para llevar a cabo este proyecto titánico se vació la montaña del monte Gaiás, con el objeto de reproducir, con un diseño moderno, ese casco antiguo cuya extensión emula y provocar un efecto similar al del Guggenheim de Bilbao en cuanto a la atracción de turistas, algo que en una década, y a pesar de la cuantiosa inversión, no se ha conseguido. El museo bilbaíno costó hasta su apertura 126,5 millones de euros y, pese a que su tirón ha bajado, ronda el millón de visitantes. La Cidade da Cultura abrió sus puertas en 2011, tras más de una década de trabajos y, en un año, apenas superó los 330.000 visitantes, y no sin generar polémica.

			Pero lo peor de todo es que la cosa se veía venir y no importó. La Xunta de Fraga decidió seguir adelante con este proyecto a pesar de que en la fase de concurso uno de los miembros del jurado, Wilfred Wang, ya advirtió de que el precio de la obra se dispararía. El Gobierno autonómico no solo desoyó su opinión, sino que al propio Fraga le parecieron pocos los 250.000 libros que podía albergar la biblioteca –exactamente la misma cantidad que tiene actualmente– y pidió que se ampliase su capacidad hasta el millón de ejemplares. Además, se firmó un contrato con el arquitecto estadounidense Peter Eisenman en el que se autorizaba al autor del diseño a seleccionar los materiales. El resultado: hoy muchas de la estanterías de la parte de la biblioteca de uso público están vacías, pese al empeño del Gobierno autonómico de firmar convenios con fundaciones para llenarlas, y los amplios espacios del inmueble han sido adornados por el director del proyecto con bancos de 2.500 euros o butacas de casi 400, acentuando el sobrecoste de una obra que, ni costó lo previsto ni se terminó en tres años, como estaba presupuestado, ni cumplió con la extensión inicial, 60.000 metros cuadrados. Además, esta magna obra de arte que lo gallegos conocen popularmente como el «mausoleo de Fraga» y que es en realidad uno de los proyectos arquitectónicos más difíciles de ejecutar por su complejidad técnica –dicen los expertos– se puso en marcha sin tener idea de para qué. Llenarla de contenido cultural se ha convertido en otro problema que ha servido para alimentar artículos de prensa y críticas, por ejemplo, porque algunos artistas aseguraron que la compleja estructura de los edificios no favorecía la exhibición de sus piezas. De hecho, el complejo abrió sus puertas en 2011 con unos accesos deficientes y con tan solo dos de los seis edificios acabados, la biblioteca y el archivo, aunque posteriormente lo hizo el museo. Como contenido cultural, poca cosa para tanta superficie: un ciclo de conferencias sobre escritores gallegos y varios espectáculos de magia. Y más despilfarro: el mantenimiento del complejo supone un coste de 4,5 millones anuales, actividades culturales aparte, cifra que se va incrementando a medida que se convocan concursos públicos y se abren nuevas instalaciones. Por ejemplo, en calefacción se van 12.000 euros cada mes; 108.000 euros en el mantenimiento de 28 ascensores, montacargas y escaleras eléctricas; 610.000 euros en seguridad, 300.000 en limpieza…

			 

			
TRATA DE BLANCAS, BLANQUEO Y CORRUPCIÓN POLICIAL


			 

			Aún así, casos como estos, de nepotismo, despilfarro, clientelismo… son la vieja Galicia y guardan poca relación con los grandes sumarios que reclaman actualmente la atención de los gallegos, dos de los cuales invitan a cualquier guionista que desee seguir la estela de David Simon con su «The Wire» a fijarse en Lugo. La trama comenzaría con la llegada a una tranquila ciudad de provincias, menos de 100.000 habitantes, de dos juezas, Estela San José y Pilar de Lara, que, en unos meses, revolucionarán la vida de los juzgados de una apacible localidad, en la que nunca pasaba nada, al encontrarse inmersas en la investigación de complejas tramas relacionadas con la trata de blancas, el blanqueo de capitales, la corrupción policial o la concesión irregular de subvenciones, todo aderezado con robos en la casa de presuntos empresarios corruptos, burdeles en llamas y mujeres desaparecidas.

			Pues esto es más o menos lo que se supone que ha ocurrido en la ciudad de las murallas, donde, el ojo crítico de las magistradas se ha posado en empresarios, policías, magistrados, ex ministros, alcaldes, ex conselleiros y políticos adscritos a todo tipo de siglas. La cosa ha llegado hasta Andorra, Cataluña o el Tribunal Supremo –que lleva la parte de la «Operación Campeón» en la que se ha visto implicado el ex ministro de Fomento José Blanco– y casi se puede decir que los dos casos de más calado de Lugo, el «Campeón» y la «Operación Carioca», pujan fuerte en el ranking de las mayores corruptelas de España, mientras las magistradas amenazan con no dejar a un vecino sin imputar.

			Pero volviendo al capítulo 1, la maraña de presuntas ilegalidades comenzó a deshacerse a partir del «Caso de las multas de tráfico», el primer proceso notorio de la jueza San José. A finales de 2008, la togada intervino la Jefatura Provincial de Tráfico para investigar un caso de presunta retirada irregular de multas de tráfico a personajes influyentes de la ciudad. Este hecho se coló en los periódicos y en las conversaciones de barrio cuando aún resonaban en la ciudad los ecos de la «Operación Muralla», todavía irresoluta, en parte por el extravío de pruebas, y que trataba de esclarecer la relación de varias empresas concesionarias de obras de la Diputación provincial con empleados y ex empleados de este órgano. El primer caso, con un importante número de agentes locales imputados por tráfico de influencias, tuvo como principales víctimas al jefe provincial de Tráfico, Julio González, y al subdelegado del Gobierno, Jesús Otero, que dejaron sus puestos tras ser imputados. El segundo, que removió las entrañas del órgano provincial, acabó llevando a los juzgados, aunque en calidad de testigo, al que había sido su presidente, Francisco Cacharro Pardo, el mismo hombre que dio el espaldarazo definitivo en la ciudad y hasta en la isla de Cuba –donde en los años 90 tenía muy buenas relaciones el presidente Fraga– al protagonista del momento, Jorge Dorribo, principal imputado del «Caso Campeón» y que ya desde entonces parece ser que se hizo con una cartera de influyentes para ayudarse en sus negocios.

			Sin embargo, a la jueza estrella aún le quedaban titulares por dar antes de llegar al empresario farmacéutico. El siguiente fregado con políticos en el que se metió, tras la no menos sonora «Operación Pollo» –con decenas de detenidos acusados de explotar a inmigrantes magrebíes–, fue la «Operación Rei», con la que el diputado provincial y alcalde socialista del municipio de Castro de Rey, Juan José Díaz Valiño, acabó detenido junto a tres concejales, dos del PSOE y uno de Terra Galega, por un delito de presuntas adjudicaciones ilegales a empresas afines. El caso tuvo mucha repercusión mediática porque los responsables municipales imputados, que no fueron los únicos detenidos en este proceso en el que se realizaron también registros en la Diputación lucense, salieron esposados del Ayuntamiento y pasaron varios días en los calabozos hasta su declaración. Desde entonces, Díaz Valiño ha venido defendiendo su inocencia y volvió a ser cabeza de lista por su formación en los comicios municipales de 2011, lo mismo que el edil de Terra Galega, que en esa ocasión se presentó por el PP. Ambos estuvieron acompañados en los comicios por otros ocho imputados que se postularon a cargos públicos en la cuarta comunidad autónoma con más políticos elegibles con causas pendientes con la Justicia de España.

			Pero, como todas las investigaciones abiertas en Lugo, la «Operación Rei» tampoco acabó aquí. Lejos de cerrarse, este caso ha ido creciendo y ramificándose en varios juzgados hasta acabar poniendo en la picota también a regidores populares. La declaración de un ingeniero de la Diputación ante la jueza reveló todo un entramado para inflar, presuntamente, el coste de proyectos públicos, muchos financiados por este órgano y también vinculados al Plan E, con lo que acabaron implicados los alcaldes populares de O Vicedo, Jesús Novo –que también fue denunciado por el Carioca–; de Muras, Issam Alnaghm –a quien el BNG atribuyó un delito de malversación de fondos públicos por vender sus propias tierras al Ayuntamiento que rige por un valor de 270.000 euros para construir una aldea etnográfica–; de Cospeito, Armando Castosa, y el mandatario de Ourol hasta 2007, Guillermo Salgueiro. También el de Castroverde, José María Arias, en este caso socialista. 

			Todo el enredo se destapó a raíz de las escuchas telefónicas de la «Operación Pollo», en las que se pinchó el teléfono de un empresario que traía a inmigrantes marroquíes para trabajar en granjas en las que eran explotados y que pretendía retomar un viejo plan para construir un centenar de chalés en Castro de Rei a través de una cooperativa. Tal vez, ante el éxito logrado, la jueza aprovechó el mismo sistema de escuchas en su siguiente investigación y acabó destapando el que es hasta ahora su caso más importante, el «Campeón», cuyo imputado clave es el empresario Jorge Dorribo, quien a su vez tiene como abogado defensor a Ignacio Peláez, el mismo letrado que consiguió una condena para el juez Garzón por ordenar también escuchas telefónicas en el «Caso Gürtel», lo que puso fin a su carrera de magistrado, y que defiende a otros imputados en la trama que más golpea al PP y que precisamente tiene en Galicia una de sus ramificaciones importantes.

			 

			
¿QUIÉN ES JORGE DORRIBO?


			 

			Sin embargo, más allá del anecdotario de relaciones entre las distintas tramas que padece España, la pregunta clave es la de ¿quién es Jorge Dorribo? ¿Por qué aparece como imputado o testigo en los dos casos más importantes de corrupción en Lugo? Y, sobre todo, ¿cómo se relaciona con la cúpula de los principales partidos gallegos? La respuesta es que Jorge Dorribo no es ni más ni menos que un empresario de origen humilde, de carrera meteórica y muy buenos contactos en las administraciones públicas, que construyó todo un imperio farmacéutico a partir de una cremita para pieles y cuero. Muy conocido en determinados círculos de poder, muchos gallegos pusieron por primera vez sus ojos en él el día en el que Estela San José ordenó el registro de una docena de domicilios particulares y locales de empresas, entre ellos los laboratorios Nupel, que Dorribo poseía con otros socios; así como la detención de 16 personas, entre ellas el propio empresario, por su supuesta implicación en una trama para la obtención fraudulenta de ayudas del Gobierno autonómico a través del Igape, el Instituto Galego de Promoción Económica, órgano perteneciente a la Consellería de Economía. 

			Dorribo, vinculado a más de una docena de empresas con capital en Camerún, Andorra o países de Oriente Medio, resultó presuntamente el cabecilla del entramado de las subvenciones y fue el único de los arrestados que permaneció en prisión durante algún tiempo, aunque, actualmente, está en libertad con medidas cautelares debido a una aparente intención de colaborar con la Justicia que no ha estado exenta de contradicciones y desmentidos.

			 

			
EL EX MINISTRO JOSÉ BLANCO, EN ENTREDICHO


			 

			Hasta aquí, la cosa ya tenía bastante enjundia porque el caso había tocado las altas esferas de la Xunta: el conselleiro de Economía, Javier Guerra, tuvo que suspender al director del Igape, Joaquín Varela de Limia, quien también perdió su sueldo de alto directivo, y a su segundo, Carlos Silva, quien, tan imputado como el primero, sí preservó su nómina de subdirector de Información Especializada del Igape y meses más tarde se reincorporó al trabajo en una categoría laboral inferior a la suya a esperar a que se esclarecieran los hechos. Y lo mismo ocurrió con Cristina Quintela, directora del área de financiación del Instituto, a la que se le atribuye la concesión de un préstamo del Banco Europeo de Garantías a cambio de recibir varios millones de la trama. Pero faltaba por llegar la guinda: el encuentro en la gasolinera de Guitiriz entre el empresario y el todavía ministro, José Blanco, al que acusó de aceptar un soborno a cambio de intermediar en su favor con los ministerios de Economía y Sanidad. 

			El ministro, que luego fue imputado, reconoció el encuentro en la estación de servicio, aunque jamás ha admitido las acusaciones de recibir sobornos de Dorribo, quien, por otra parte, ha cambiado varias veces de versión y ha sido desmentido por testigos del caso y peritos de Hacienda. 

			Los rumores previos a la imputación de Blanco comenzaron cuando el diario El Mundo filtró que el empresario había asegurado a la jueza haber entregado 200.000 euros al entonces ministro socialista de Fomento a través de su primo político, Manuel Bran, a quien habría favorecido también con contratos inflados por valor de otros 200.000 euros, además de haber entregado otras cantidades a los diputados autonómicos Pablo Cobián (PP) y Fernado Blanco (BNG), ex conselleiro del Gobierno bipartito. Ambos presentaron su dimisión, actitud por la que no se decantó Blanco, que sí acudió al Supremo a petición propia, lo que le permitió saber de qué se le acusaba.

			A partir de ahí, y tras levantarse el secreto del sumario, se conoció que en su primera versión el dueño de Nupel dijo que había pagado 90.000 euros en Andorra a un socio de Manuel Bran; luego, que la transacción se habría hecho en la estación de servicio y que la cantidad, que habría recibido en billetes de 500 euros el primo de Blanco, era de 200.000 euros, abonados antes de que el empresario subiese al coche del ministro, quien sería el receptor final del sobre. El experto que siguió el rastro del dinero en Andorra aseguró, no obstante, que esos fondos se destinaron a evitar la quiebra de una farmacéutica y puso igualmente en duda los pagos al diputado nacionalista Fernando Blanco a través de su jefe de gabinete en la Consellería de Industria, Xoán Bazarra, a quien Dorribo acabó fichando como gerente de una de sus empresas y que está imputado por blanqueo de capitales y fraude de subvenciones. 

			Desmontada la posibilidad de que el rastro del dinero constituyese una prueba a favor de Dorribo, este volvió a comparecer y señaló que sus empleados fueron detrayendo dinero de diferentes cuentas para entregárselo en efectivo al pariente del ministro, mientras que las pruebas documentales presentadas en su anterior testimonio habrían sido solo, indicó, para dejar constancia. Tampoco convenció aquí, porque los expertos afirmaron que no existía un monto de salidas de dinero suficiente como para alcanzar la cantidad presuntamente entregada al titular de Fomento.

			Por su parte, Blanco, que como otros implicados por Dorribo se ha querellado contra él, declaró que se había reunido con el también imputado en la tal gasolinera, que estaban presentes su primo, un escolta y el conductor del vehículo en el que se vieron antes de que acudiese a una comida y que no se trataba de un coche oficial, como aseguró el empresario, sino de uno del Partido Socialista.

			Otros rostros famosos del caso son Pablo Cobián, del Partido Popular, y Fernando Blanco, que dimitió como diputado y declinó presentarse a las elecciones al Senado, como estaba previsto, para poder defenderse, tal y como él mismo aclaró en su momento. 

			Con todos estos políticos arrastrados ante la Justicia por el empresario imputado, a la opinión pública todavía le quedaban algunos nombres con los que asombrarse. El alcalde de Lugo, Xosé López Orozco, que comparte apellido con el empresario José Antonio Orozco, imputado, socio de Dorribo, amigo de la infancia de José Blanco, presunto intermediario entre ambos para la obtención de un permiso sanitario y de quien ha trascendido una grabación de Vigilancia Aduanera de una conversación con Dorribo en la que presume que Blanco lo cita a un encuentro privado para pedirle «gallina» para la campaña electoral de las municipales.

			Orozco, el alcalde, está siendo investigado por la concesión de una licencia por parte del Ayuntamiento para una nave de los laboratorios Nupel. Previamente a esta acusación ya se había querellado contra Dorribo tras trascender que, en su declaración ante el Tribunal Supremo, el empresario farmacéutico lo vinculó con la trama de tratos de favor a cambio de financiar el evento turístico Arde Lucus. El regidor niega ambas acusaciones, como también lo hace otro de los últimos en saltar a la palestra, el juez de la Audiencia Provincial de Lugo, José Ramón Varela Agrelo, que ha denunciado por extorsión al principal imputado y que está siendo investigado a su vez por el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) por presuntas presiones a la jueza San José. El togado, al que la magistrada atribuye actuaciones torticeras para saber si había sido implicado por algún testigo en la causa, ha sido acusado por Dorribo de mantener relaciones comerciales con la trama a través de un proyecto industrial en Camerún sobre el que el ex portero del Deportivo de A Coruña, Jacques Songo’o, habló también como testigo, y parece ser que para confirmar el interés de Varela Agrelo por el negocio.

			 

			
DORRIBO IMPLICA AL PRESIDENTE DE LA XUNTA


			 

			Así las cosas, Dorribo lleva al menos ocho comparecencias ante la jueza y, aunque en la última ha ratificado sus declaraciones, lo cierto es que ha salpicado por todos los lados y ha recibido constantes querellas y amenazas de querella, incluso del propio presidente de la Xunta de Galicia, Alberto Núñez Feijóo, pese a que no está imputado. Las escuchas ordenadas a tenor de la operación pillaron una conversación entre el empresario y Cobián, en la que le aseguraba a su intermediario que Feijóo le había dicho que «movería» una subvención del Igape. En el momento de la reunión, confirmada por el jefe del Ejecutivo gallego, Dorribo tendría solicitada ya una ayuda a fondo perdido de un millón de euros y preveía pedir otra de 2,9 millones. Ambas fueron adjudicadas a la trama. 

			Las escuchas tocaron otros palos en la Xunta y, en uno de los últimos capítulos del embrollo llegaron hasta Cataluña, donde un hijo del ex president Jordi Pujol, Oriol Pujol, apareció en el sumario del Supremo en unas alegaciones del fiscal que se referían a una concesión sanitaria en Cataluña. Él negó conocer a Dorribo, pero lo cierto es que a los procesos de Lugo, Andorra y el Supremo se ha añadido otro en esta comunidad, cuyo suceso más espectacular ha sido la detención del subdirector general de Seguridad Industrial de la Generalitat, Isidre Masalles; el número dos de la Diputación de Barcelona, Josep Tous (CDC), que apenas había estrenado el cargo; y tres empresarios más por su participación en una trama para obtener concesiones en el negocio de la Inspección Técnica de Vehículos.

			Todo parece indicar que al «Caso Campeón» le quedan aún algunos capítulos en el plano político; en el de los esperpentos, se ha visto de todo: robo de ordenadores en la oficina de un administrador del proceso concursal de varias de las empresas de Dorribo, entre ellas Nupel –que suma 197 acreedores, incluidas instituciones como el Ayuntamiento de Lugo o la Universidad de Santiago, por un valor de 20 millones de euros–; una mansión con colmillos de elefante valorados en 35.000 euros y antigüedades cubanas o un parking automovilístico de 230 coches de gama alta, todos ellos caprichos de la familia lucense del empresario.

			 

			
«OPERACIÓN CARIOCA»: UN VIAJE AL INFIERNO


			 

			Pero el campeón de esta historia, Dorribo, es también el nexo de conexión con otro de los casos más importantes abiertos en Galicia en los últimos años, de nuevo en Lugo, la «Operación Carioca», en la que tuvo que testificar, entre otras cuestiones, después de ser identificado por un testigo como amigo del que está considerado el jefe de esta trama, José Manuel García Adán, que regentaba el club Queens, y como un asiduo a las llamadas «fiestas blancas» que se organizaban en el club de golf local. 

			La operación investiga una trama de prostitución y la supuesta relación entre los proxenetas de la misma y las Fuerzas de Seguridad de la ciudad, que no solo dejaban hacer, sino que supuestamente también eran cómplices activos en la extorsión de las mujeres. Aquí también ha habido de todo, desde burdeles investigados en llamas a amenazas a la jueza Pilar de Lara, cuyo juzgado, también investigado por el CGPJ, se ha visto desbordado por este caso, se comenta que el más amplio que se instruye en Galicia, al punto de que varios abogados se quejaron porque prescribían los juicios de faltas ante la imposibilidad de atenderlos. Para hacerse una idea, solo con este caso, la jueza acumula tantos tomos de sumario como varios de los casos de su compañera del Juzgado número 3 juntos. De hecho, son 75.700 folios de sumario y cerca de un centenar de imputados. Y la cosa, que ha puesto en jaque a la cúpula de la Policía Nacional y de la Guardia Civil en la ciudad de las murallas, comenzó con una única denuncia de abusos sexuales formulada por una de las prostitutas contra un guardia civil, Armando Lorenzo. El cabo, muy bien relacionado con los dueños de los clubs de alterne que se investigan en esta operación, amenazaba presuntamente a las jóvenes brasileñas prostituidas en condiciones de esclavitud con expulsarlas del país para obtener servicios sexuales, o bien les aseguraba que les conseguiría un permiso de residencia. De los dueños de los locales obtenía dinero mediante chivatazos de actuaciones policiales en sus establecimientos.

			Conocedora de estos hechos, la jueza De Lara comenzó a investigar a finales de 2008 y reclamó la ayuda de guardias civiles de Asuntos Internos llegados de Madrid. En octubre de 2009 se produjeron las 20 primeras detenciones de un caso en el que están imputados, además de miembros de las Fuerzas de Seguridad, empresarios, médicos o abogados, junto con el entonces subdelegado del Gobierno en Lugo, a quien se atribuye una posible omisión del deber al no perseguir el delito. 

			La jueza ha escuchado desde entonces el testimonio de otro centenar de mujeres obligadas a prostituirse, la mayoría sin permiso de residencia –a algunas se les ha negado aun siendo testigos–, que eran traídas desde Sudamérica a través de Barajas, donde parece ser que se encontraba otro de los policías implicados. Las mujeres han hablado de supuestos abusos de todo tipo: eran drogadas, apenas descansaban, ejercían la prostitución por una miseria para beneficio de los proxenetas a los que debían pagar los gastos de su viaje e, incluso, parece ser que hay casos de víctimas que fueron obligadas a abortar y una mujer desaparecida desde 2007, madre de un niño y de la que sus compañeras sospechan que fue asesinada. Uno de los últimos episodios de este caso ha sido el posible empadronamiento de varias mujeres en la sede de la Guardia Civil de Lugo. 

			Estos casos, tan morbosos como complejos, han parecido eclipsar otras operaciones llevadas a cabo contra corruptelas más cotidianas, como la adjudicación irregular de obra pública y pago de festejos, ambas presentes en la «Operación Orquesta», que a su vez se divide en tres tramas, unidas por Jorge López Lago, a quien la Policía seguía la pista por su relación con el narcotráfico. En este suceso hay una veintena de funcionarios, alcaldes y políticos del PP imputados en A Costa da Morte, en un suceso que también amenaza a la Xunta a través de la extinta Consellería de Cultura. El caso ha tenido menos peso mediático, pero no es para nada irrelevante. Se trata de una compleja trama y varios de los imputados han ido en las listas electorales de las municipales por el Partido Popular, que ha hecho la vista gorda con estos políticos procedentes de ayuntamientos de A Costa da Morte, donde en un primer momento fueron intervenidos los de Cee, Fisterra y Mazaricos, pese a que el caso se ha ido extendiendo y se seguirá hablando de él. De momento, al PP le queda ocuparse de su último frente abierto, la imputación del alcalde de Santiago de Compostela por delito fiscal. El alcalde, cuya carrera política pende de un hilo ante las incesantes peticiones de dimisión, lo confirma, se quedó el IVA de las 61 viviendas que vendió su constructora, pero dice que no cometió delito porque «no ha habido ningún tipo de ocultación». La Justicia dirá, pero el regidor, que cometió un fraude por valor de 291.000 euros, podría dejar a su público sin las excentricidades de las que acostumbra a hacer gala en los actos oficiales, traje de gallego y bailes incluidos.
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